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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [S]e encuentra acreditado que hace tiempo se han venido realizando esfuerzos por parte de la universidad, que se ven reflejados en la modificación de la estructura física del plantel a través de la adecuación de una “sala de los sentidos” destinada especialmente para todos aquellos estudiantes que presentan algún grado de discapacidad física y que está próximo por terminarse, se han realizado también inversiones en la compra de distintos elementos destinados a las personas invidentes como equipos, programas y libros, y se han asignado personas en calidad de monitores, y se ha realizado el proyecto de “política institucional de inclusión con enfoque en discapacidad de la universidad tecnológica de Pereira” que está pendiente de su evaluación y aprobación por parte de las directivas, lo que refleja el compromiso y esfuerzo paulatino que hasta ahora se ha hecho, y que aún no ha culminado. A modo de conclusión, válidamente se puede decir que la entidad accionada no ha llevado a cabo ningún tipo de comportamiento que se pueda catalogar como discriminatorio y excluyente en contra del libelista como consecuencia de su condición de invidente, sino que por el contrario ha desplegado todos los esfuerzos para procurar, acorde con sus capacidades financieras, para que de manera progresiva las personas que padezcan de alguna discapacidad puedan acceder al derecho fundamental a la educación en igualdad de condiciones que los demás seres humanos que no se encuentran aquejados por alguna discapacidad psicofísica o sensorial. Es suficiente lo dicho hasta ahora para concluir que la decisión de primer nivel fue acertada, como se partió diciendo inicialmente, razón por la cual la misma se mantendrá incólume.    
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el  señor WILMAR ARISTIZÁBAL ARISTIZÁBAL, accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con funciones de Conocimiento de Pereira el 26 de septiembre de 2017, con ocasión de la solicitud de amparo constitucional promovida en contra de la Universidad Tecnológica de Pereira. 
ANTECEDENTES:

De acuerdo a lo narrado por el señor Aristizábal Aristizábal, se pueden extraer como relevantes para efectos de resolver la presente impugnación los siguientes hechos: 

Manifestó el accionante que es una persona invidente de 51 años de edad, estudiante del programa de licenciatura en lengua inglesa que ofrece la Universidad Tecnológica de Pereira. 

En atención a su status de persona discapacitada, ha presentado diversas peticiones ante la institución universitaria, todas tendientes a que se le brinden mejores garantías para el desarrollo normal de sus estudios, de manera que pueda culminarlos exitosamente en condiciones de igualdad con respecto a los demás estudiantes. 

En ese sentido, ha solicitado que se realicen adecuaciones curriculares a los elementos gráficos de los contenidos académicos, toda vez que algunos de ellos son inaccesibles desde la herramienta que él utiliza para acceder a la información, que es un lector de pantalla, o bien sea para que dichos contenidos se adapten con materiales táctiles o reales, además ha solicitado eliminación de los contaminantes de ruido que limitan su canal auditivo, tiempo adicional para exámenes, suministro previo de la información que se va a tratar en las clases, monitores académicos capacitados en el manejo de personal con discapacidad visual y conocimiento en las materias objeto de su programa, textos en braille, rediseños en las evaluaciones con espacios en blanco para ser llenados por el estudiante invidente, realización de pruebas extra clase o sin contaminación auditiva, ello por cuanto de los argumentos usados por la rectoría de la universidad, en la práctica sólo se ha hecho efectivo el apoyo socio económico de matrícula, transporte y monitoria social, porque la docente que se le ha asignado para ello está capacitada técnicamente en lengua inglesa, pero sin entrenamiento previo en el manejo de personas con discapacidad visual. 

También ha solicitado a la biblioteca de la universidad instalar equipos tecnológicos como verbalizadores de texto, impresoras braille, dispositivos magnificadores de caracteres, software magnificador de pantalla, software lector de pantallas en distintas lenguas, a lo que le respondieron desde el 29 de agosto de 2016 que próximamente se estarían instalando esos servicios, pero hasta el momento no se encuentran en servicio.  
Refirió también que sólo algunos profesores, a título personal, y asumiendo los costos del material usado, han implementado un modelo de inclusión académica.
Por otra parte ha requerido que se incluya como materia obligatoria en todos los programas de licenciatura, la asignatura de lenguaje de señas y código braille, como una herramienta para que los futuros profesores contribuyan con la educación inclusiva. 

También ha pretendido que se publiquen las políticas públicas de atención a la comunidad estudiantil en condición de discapacidad, conforme al documento CONPES 166, para que se le permita a dicha población conocer de forma clara sus derechos y deberes en el ambiente académico, sin dejarlos sujetos a la voluntad individual de cada docente para efectuar o no procesos de inclusión en su materia, puesto que en su caso concreto sólo ha recibido procedimientos inclusivos en 5 de las 26 materias que hasta ahora ha cursado. 

De igual forma ha solicitado hacer modificaciones en el reglamento estudiantil, en aquellos aspectos que resultan lesivos para los derechos de los estudiantes con necesidades especiales de educación, pero al respecto ha recibido respuestas evasivas, pues no se ha efectuado ningún cambio en el mismo. 

Cuenta que los estudiantes con dificultades en su movilización han sido ubicados en los primeros pisos de los bloques respectivos, donde reciben clase para efectos de una evacuación en caso de emergencia, pero él no ha sido incluido en esas consideraciones y debe recibir clases normalmente en los pisos altos de los edificios. 

Así mismo, narra que es su esposa quien lo acompaña como asistente de movilidad para su asistencia a clases. 
Cuestiona también que en ese momento la universidad tiene 40 estudiantes en condición de discapacidad en los distintos programas que ofrece, siendo 12 de ellos estudiantes con limitación visual, sin embargo, todos estos presentan algún grado de restricción para el acceso a los servicios que ofrece la institución, pues en general, la universidad no cuenta con elementos ni profesores idóneos para las necesidades especiales en la educación de esta población.     
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados, solicitó el accionante que se tutelen sus derechos fundamentales a la dignidad humana, educación, petición e igualdad, y en consecuencia de ello, se ordene a la Universidad Tecnológica de Pereira: 

1. Que se dé respuesta de fondo y de manera congruente a todas las solicitudes que ha presentado en la universidad. 
2. Que se realicen todas las adecuaciones que le permitan acceder a la información académica de su programa en igualdad de condiciones con respecto a sus compañeros de clase, como hacer uso de código braille, ajustes en los textos del programa para hacerlos totalmente accesibles mediante lectores de pantalla, uso de displays braille, grabadoras de voz compatibles con archivos mp3, material didáctico táctil, posibilidad de hacer acuerdos con los docentes respecto del método más conveniente, suministro de información previo del material de clase, y atención extra clase si se requiere. 
3. Que se capacite a todos los docentes de su programa académico en las necesidades especiales de la población estudiantil con discapacidad visual.

4. Que también el ILEX U.T.P. ajuste sus procedimientos y materiales, y capacite a sus docentes para enseñar lenguas extranjeras a estudiantes con discapacidad visual.

5. Que se incluyan el código Braille y el lenguaje de señas como materias obligatorias en los pensum de todas las licenciaturas de universidad.
6. Que se instalen equipos tecnológicos de ayuda para él y la población estudiantil en condición de discapacidad visual en un lugar cercano a la biblioteca, con monitores entrenados en el manejo de los mismos y en atención a la población con discapacidad visual que le permitan hacer uso de los recursos bibliográficos de la U.T.P. en igualdad de condiciones.

7. Que la universidad dé a conocer las políticas públicas de atención a la población estudiantil en condición de discapacidad ajustadas a sus necesidades especiales de educación.

8. Que se realicen modificaciones al reglamento estudiantil de los artículos violatorios y excluyentes. 
9. Que se incluya un programa de capacitación en francés como segunda lengua natural de su programa, sin ningún costo y con una duración que le permita un nivel B1 o superior, bien sea en el ILEX o en institución equivalente.

10. Que se establezcan procedimientos para que las personas con alguna discapacidad no sean excluidas de procesos de competencias por becas nacionales, internacionales, intercambios estudiantiles o cualquier posibilidad extraordinaria que pueda tener este tipo de población educativa, con razón a su discapacidad.

11. Que se garantice la accesibilidad a las plataformas y software usados por su programa académico desde PC con lector de pantalla, y se elimine la interferencia por ruido o contaminación ambiental que limite su percepción auditiva en clase.

12. Que se le suministren monitores de movilidad y académicos, capacitados en las materias objeto de su programa y con entrenamiento en manejo de personas con discapacidad visual, durante todos los días de su asistencia a clases. 

13. Que se conmine a la Universidad Tecnológica de Pereira para que sus docentes y personal administrativo, bajo ningún criterio, incluida la libertad de cátedra, las personas en condición de discapacidad sean sometidas a tratamiento indigno o excluyente.

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 13 de septiembre de 2017, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Universidad Tecnológica de Pereira, oportunidad en la cual se notificó al Rector, la Directora de la Biblioteca Jorge Roa Martínez, el Decano de la Facultad de Educación, la Vicerrectoría de Responsabilidad y Bienestar Universitario, la Profesional Universitaria VRS y BU, y la Coordinadora del Instituto de Lenguas Extranjeras. Además, dispuso la vinculación oficiosa de la Asesora de la Unidad de Educación y Cultura de la Fundación Carvajal   
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 26 de septiembre de 2017 tutelar únicamente el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor Wilmar Aristizábal Aristizábal, ordenando a la Universidad Tecnológica de Pereira que en el término de 48 horas procediera a dar respuesta clara, de fondo y congruente a lo pedido por el actor en derecho de petición del 2 de febrero de 2017 dirigida al rector de la UTP.  

Respecto de las demás peticiones, resolvió el despacho denegar las mismas, al no encontrar conculcación alguna a los derechos del actor por parte de ninguna de las encartadas.  

IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, fue recurrida por parte del señor Wilmar Aristizábal Aristizábal, quien manifestó que no está de acuerdo con que las respuestas que se le han dado a sus diferentes solicitudes hayan resuelto de fondo lo pedido por él, pues reitera que a través de derecho de petición (entregado en la universidad el 15 de mayo de 2015) pidió que se le suministraran monitores académicos capacitados en el manejo de personal con discapacidad visual y con conocimiento de las materias objeto de su programa, además se requiere personal entrenado en el manejo de los equipos que le permitan hacer uso de los recursos bibliográficos de la universidad en igualdad de condiciones, al respecto considera que la universidad ha sido evasiva porque no le suministró información frente a la capacitación de los monitores encargados de manejar los dispositivos all reader. 
Tampoco se le ha dicho nada en las contestaciones acerca de la aplicación del software jaws en el idioma inglés, el cual no ha sido aplicado al laboratorio del ILEX, lo que implica que la respuesta dada en ese sentido es evasiva, porque a pesar de que se gestionaron 600 licencias de software lector de pantalla jaws, ninguna se encuentra en inglés. Además, los libros adquiridos por la Universidad en código braille no están destinados al programa de licenciatura en lengua inglesa. 

También cuestiona el accionante que no se le haya dicho nada respecto de las adaptaciones curriculares en todos los programas y materias, por cuanto es deber de la universidad promover todos los esfuerzos para la aplicación de los respectivos ajustes razonables. 

De acuerdo a todo lo dicho, solicita que se revoque la decisión de primer nivel y en su lugar se acceda a su solicitud de amparo. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la Universidad Tecnológica de Pereira ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por el accionante de manera que deba revocarse la decisión de primer nivel, o si por el contrario, la misma se encontró ajustada a derecho y a los elementos probatorios obrantes en el encuadernado. 
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
. (Negrillas por fuera del texto original) 
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce; sin embargo, a la tutela sólo se debe acudir de manera transitoria y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio inminente y grave.

En el presente asunto la Colegiatura anunciará de entrada que convalidará la decisión de primer grado, toda vez que se considera ajustada a los parámetros constitucionales aplicables, y además estuvo precedida de un acucioso análisis de las pruebas arrimadas al expediente, como pasa a explicarse: 

En primer lugar hay que partir de la base de que el derecho a la educación ha sido reconocido con un carácter fundamental, susceptible de protección por vía de tutela en aquellos casos en que se logra evidenciar su transgresión. Tal teoría se encuentra reforzada y amerita una atención especial en aquellos eventos en que el sujeto que reclama su defensa es una persona que padece algún tipo de discapacidad y por dicha específica razón se ve limitada su posibilidad de acceder a ese derecho, máxime cuando con ello se involucra de forma concomitante el derecho a la igualdad que ha sido concebido por nuestra carta política dentro del mismo rango de relevancia.
En efecto, nuestra máxima guardiana constitucional ha reconocido de forma expresa y a través de múltiples pronunciamientos que el derecho a la educación debe tener un componente de inclusión que garantice que todas las personas, sin ningún tipo de discriminación por la presencia de alguna limitación física, puedan acceder a los distintos niveles académicos, quiere decir ello que tal garantía no puede ser objeto de diferenciaciones que puedan constituir tratos excluyentes respecto de la población discapacitada.
De acuerdo a lo anterior, se ha concebido una herramienta constitucional a nivel educativo denominada “ajustes razonables”, traída de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), ratificada por Colombia, que textualmente son definidos así: 

“Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”
Así mismo, el Ministerio de Educación Nacional expidió recientemente el Decreto No. 1421 de 2017 “Por el cual se reglamenta en el marco de la educación inclusiva la atención educativa a la población con discapacidad”, mismo que contempla como uno de sus principios la educación inclusiva, definida en dicho texto así: 
“es un proceso permanente que reconoce, valora y responde de manera pertinente a la diversidad de características, intereses, posibilidades y expectativas de los niñas, niños, adolescentes, jóvenes y adultos, cuyo objetivo es promover su desarrollo, aprendizaje y participación, con pares de su misma edad, en un ambiente de aprendizaje común, sin discriminación o exclusión alguna, y que garantiza, en el marco de los derechos humanos, los apoyos y los ajustes razonables requeridos en su proceso educativo, a través de prácticas, políticas y culturas que eliminan las barreras existentes en el entorno educativo.”. 
De acuerdo a los lineamientos normativos expuestos hasta ahora, encuentra la Sala que en efecto existen unos presupuestos proteccionistas que recogen el tipo de pretensiones a las que encamina su solicitud el actor; sin embargo, debe partirse también de los postulados según los cuales ha sido concebida la acción constitucional de tutela, cuya protección está enfocada, como se dijo atrás, en dar solución a situaciones o actuaciones de las diferentes instituciones del estado que desconozcan derechos de rango fundamental, y que de paso, pueden llegar a ocasionar un perjuicio irremediable, imponiendo como regla que sólo procederá ante la inexistencia de otros mecanismos de defensa judicial al alcance de quien la invoca.   
Ahora, debe existir un criterio de proporcionalidad y razonabilidad en el análisis del mecanismo constitucional de amparo, especialmente en casos como el presente en que, pese a advertirse que las condiciones académicas que incluso a nivel nacional se ofrecen a personas con alguna limitación física todavía encuentran ciertas falencias que impiden poder afirmar sin elucubraciones que estamos ante el panorama de completa igualdad, la Sala es del criterio de que dicho escenario, que se torna ideal, requiere de un tratamiento progresivo y continuo, de la suma de esfuerzos concatenados en lograr ese fin, y que sin lugar a dudas no pueden ocurrir de la noche a la mañana.
Así las cosas, debe referirse que la Ley 1668 de 2013 "por medio de la cual se establecen las disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad", establece claramente que es deber de las instituciones de educación superior aplicar PROGRESIVAMENTE recursos de su presupuesto para apoyar la inclusión educativa de las personas con discapacidad: 

“Las instituciones de educación superior en cumplimiento de su misión institucional, en armonía con su plan de desarrollo propugnarán por aplicar progresivamente recursos de su presupuesto para vincular recursos humanos, recursos didácticos y pedagógicos apropiados que apoyen la inclusión educativa de personas con discapacidad y la accesibilidad en la prestación del servicio educativo de calidad a dicha población”
Reflexionando sobre el asunto concreto que ocupa la atención de este Juez constitucional, se comparten los criterios esbozados por el juez de primer nivel, en el entendido en que las explicaciones dadas por el Rector de la Universidad Tecnológica de Pereira, dejan entrever que su actuar no ha sido omisivo ni evasivo, y que al contrario se han desplegado diferentes actuaciones que en la medida de sus posibilidades han estado encaminadas a poder brindar garantías a todos los estudiantes en condiciones de discapacidad de los diferentes programas que proporciona esa institución, sumado a lo cual, lo que se puede encontrar en este caso concreto es que las diversas solicitudes presentadas por el actor han sido debidamente atendidas, incluso ello se refleja en la decisión de primera instancia donde se encuadran cada una de ellas y se analiza el contenido de sus respuestas, que claramente, de acuerdo a los aspectos que permiten deducir la efectividad del derecho de petición, no necesariamente tienen que implicar una respuesta positiva o en la que se acceda a las pretensiones puntuales planteadas en el mismo. 
En ese sentido, tal y como fue abordado por el juez cognoscente, se encuentra acreditado que hace tiempo se han venido realizando esfuerzos por parte de la universidad, que se ven reflejados en la modificación de la estructura física del plantel a través de la adecuación de una “sala de los sentidos” destinada especialmente para todos aquellos estudiantes que presentan algún grado de discapacidad física y que está próximo por terminarse, se han realizado también inversiones en la compra de distintos elementos destinados a las personas invidentes como equipos, programas y libros, y se han asignado personas en calidad de monitores, y se ha realizado el proyecto de “política institucional de inclusión con enfoque en discapacidad de la universidad tecnológica de Pereira” que está pendiente de su evaluación y aprobación por parte de las directivas, lo que refleja el compromiso y esfuerzo paulatino que hasta ahora se ha hecho, y que aún no ha culminado.     
A modo de conclusión, válidamente se puede decir que la entidad accionada no ha llevado a cabo ningún tipo de comportamiento que se pueda catalogar como discriminatorio y excluyente en contra del libelista como consecuencia de su condición de invidente, sino que por el contrario ha desplegado todos los esfuerzos para procurar, acorde con sus capacidades financieras, para que de manera progresiva las personas que padezcan de alguna discapacidad puedan acceder al derecho fundamental a la educación en igualdad de condiciones que los demás seres humanos que no se encuentran aquejados por alguna discapacidad psicofísica o sensorial.  

Es suficiente lo dicho hasta ahora para concluir que la decisión de primer nivel fue acertada, como se partió diciendo inicialmente, razón por la cual la misma se mantendrá incólume. 
Por lo expuesto, la Sala No. 7 de decisión de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE: 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Para Adolescentes con Funciones de Conocimiento el 26 de septiembre de 2017, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor WILMAR ARISTIZÁBAL ARISTIZÁBAL. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Magistrada
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Magistrado
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA
Secretario
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional. Sentencia T-514 de 2003.


� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.
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